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INTRODUCCIÓN
La Arqueología ha experimentado grandes transformaciones en las últimas
décadas. Estas transformaciones afectan profundamente a las condiciones de la
práctica arqueológica y sus relaciones con la sociedad dentro de la que esta
práctica se desarrolla, determinando una auténtica crisis de identidad de la disci-
plina, afectada por una suerte de “doble personalidad”. En efecto, la Arqueolo-
gía ha sido, y sigue siendo, una disciplina científica orientada a la producción de
conocimiento. Pero también es, en las sociedades contemporáneas, una práctica
tecno-profesional comprometida con la producción y gestión de lo que llama-
mos “patrimonio arqueológico”. 
Existe una tensión entre estos dos polos de la práctica arqueológica, que se
ha venido agravando a medida que algunos factores económico-políticos, han
incrementado el peso social de la práctica tecno-profesional de la Arqueología.
Creo sinceramente que la comprensión de estas transformaciones y de los cam-
bios que han producido en la naturaleza de la disciplina es, en este momento,
una de las prioridades de la “agenda” de los arqueólogos, como miembros de
una comunidad científica que, al mismo tiempo, se ha llegado a convertir en una
comunidad profesional. 
Por otra parte, como veremos, determinados rasgos del ciclo político-econó-
mico que atraviesa nuestro país, entre ellos el auge de ciertas formas de “capita-
lismo inmobiliario”, afectan de una manera destacada a las condiciones mismas
de la práctica arqueológica, con lo que el debate general sobre las transforma-
ciones de la Arqueología cobra en nuestro contexto una especial urgencia. 
El objetivo de la presente ponencia es ofrecer algunas notas de reflexión
como marco para este necesario debate, a partir de un diagnóstico de los princi-
pales determinantes de la situación.
Empezaremos por una primera consideración de las transformaciones recien-
tes en el campo de la práctica arqueológica, para tratar luego los principales pro-
blemas que dichas transformaciones plantean a la Arqueología como disciplina
científica y como práctica tecno-profesional. Finalmente propondremos algunas
ideas sobre la reintegración de estas dos esferas de la práctica arqueológica como
medio de superación de la actual crisis de identidad que aqueja a la disciplina.
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LA ARQUEOLOGÍA A COMIENZOS DEL SIGLO XXI
Pocas disciplinas entre las encuadradas convencionalmente en el campo de
las Humanidades han experimentado cambios tan profundos en un periodo tan
corto de tiempo como los que han afectado a la Arqueología, cuya práctica es
bastante distinta en la actualidad de lo que fue sólo a mediados del siglo veinte.
Estos cambios no son sólo de índole interna, es decir, relacionados con la meto-
dología, los fundamentos teóricos y el aparato tecnológico que caracteriza a la
investigación arqueológica, con ser muy grande la transformación que la disci-
plina ha experimentado en estos terrenos. Por el contrario, es quizá en el campo
de la práctica arqueológica, y de las relaciones de esta con el contexto social en
el que se desarrolla, donde encontramos las transformaciones más llamativas, si
contemplamos la Arqueología actual y su coyuntura desde la perspectiva de la
tradición arqueológica de mediados del siglo veinte. En cierto modo, sería impo-
sible en la actualidad discutir los aspectos metodológicos y teóricos de la Ar-
queología sin prestar atención a estas transformaciones en el contexto de su
práctica. La Arqueología ha pasado de ser una disciplina académica, sumamente
tecnificada y autoreferencial, cuya práctica se desarrollaba totalmente al margen
de la sociedad, a ocupar crecientes espacios de atención pública, como prueba
su creciente presencia en los medios de comunicación, verse involucrada en los
procesos de toma de decisiones políticas y, aún más, en procesos económicos de
gran impacto social. Y no sólo eso, la Arqueología actual en determinados con-
textos asume graves responsabilidades en procesos políticos e ideológicos, en
los que están en discusión aspectos tan sensibles de las sociedades contemporá-
neas como son los relacionados con la identidad, los conflictos post coloniales,
la transformación de los valores en las sociedades capitalistas avanzadas, etc. Es
decir, la Arqueología ha dejado de ser una disciplina puramente académica, cen-
trada en sus propios objetivos cognoscitivos, para contraer una responsabilidad
social que, como veremos, retroalimenta su propia evolución como disciplina.
Pero al mismo tiempo, la forma en la que la Arqueología puede ser capaz de es-
tar a la altura de estas responsabilidades sociales depende estrictamente de la
medida en que se alcancen sus objetivos puramente científicos. Tenemos, por lo
tanto, un complejo patrón de relaciones entre los aspectos científico-metodoló-
gicos de la Arqueología y el papel que desempeña en su actual contexto social.
El objetivo de esta ponencia es precisamente explorar algunos aspectos genera-
les de estas relaciones entre la Arqueología, ciencia y sociedad, que sólo muy re-
cientemente han empezado a ser teorizados por la comunidad arqueológica, y
enfatizar la necesidad de afrontar esta labor teórica con objeto de conjurar algu-
nos de los peligros que acechan al desarrollo de nuestra disciplina. 
Está fuera de lugar tratar de ilustrar aquí mediante ejemplos la enorme varie-
dad de las nuevas formas de práctica arqueológica que han aflorado en las últi-
mas décadas. 
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Algunas de estas formas son el resultado de la evolución conceptual de la
disciplina a partir de la década de 1980, en la que toman forma en la Arqueolo-
gía posiciones críticas inspiradas por el “movimiento posmoderno”.
Así, por una parte, y sin abandonar el campo académico, encontramos for-
mas muy especializadas de práctica ligadas con problemas sociales específicos,
como son las diversas variantes de “Arqueología de género”: desde la Arqueolo-
gía feminista o “Arqueología de las mujeres” hasta la “queer archaeology” (Fer-
nández Martínez, 2006: 195 y ss.). Otras formas de práctica arqueológica están
ligadas directamente con procesos sociales y políticos. Este es el caso de las di-
versas variantes de “Arqueología forense” vinculadas a los procesos de recupe-
ración de la memoria histórica ligados con los desgraciadamente numerosos epi-
sodios de violencia política, dictadura y genocidio que han ensombrecido el
siglo veinte. Tenemos ejemplos inmediatos de esta práctica en nuestro país en el
reciente movimiento de recuperación de las fosas comunes de la dictadura fran-
quista, y es obligado citar la muy desarrollada Arqueología forense latinoameri-
cana, con especial énfasis en el caso argentino. Habría que citar también, en este
contexto, el reciente movimiento de la llamada Arqueología post colonial, que
trata de elaborar teóricamente el papel de la Arqueología en las relaciones colo-
niales y en los procesos de descolonización. Hay que decir, no obstante, que es-
tas variantes de la práctica arqueológica citadas en el párrafo, con la excepción
de la Arqueología forense, se desarrollan más bien en los contextos universita-
rios norteamericanos, y en menor medida europeos, bastante al margen de los
procesos sociales y políticos reales a los que se refieren.
Junto a estas formas de práctica académica comprometidas intelectualmente
en procesos sociales y políticos encontramos que la Arqueología se ve realmente
inmersa en situaciones de conflicto en diferentes contextos sociopolíticos. Este
es el caso, por ejemplo, en las recientes polémicas suscitadas en diversos países
de América sobre la legitimidad del trabajo arqueológico con los restos funera-
rios de diferentes culturas indígenas, por el papel de la Arqueología en las rei-
vindicaciones territoriales de algunas de estas comunidades, en sus luchas con
las grandes compañías petroleras, mineras y eléctricas con formas de proceder
occidentales. Podríamos encontrar interesantes ejemplos del papel de la Arqueo-
logía en los conflictos políticos recogiendo algunos casos de violencia sobre el
patrimonio arqueológico que se produjeron como consecuencia de los conflictos
militares en el Cáucaso y el Asia central ex soviética durante la década de 1990
(Shnirelman, 2001).
Sin embargo, todos estos ejemplos más o menos exóticos, no nos acercan a
la comprensión real de los inmensos cambios que en nuestras sociedades post-
industriales ha sufrido la práctica arqueológica. Para aproximarnos a este pro-
blema podríamos recurrir a numerosos ejemplos de las distintas formas de Ar-
queología que se desarrollan actualmente en nuestro país, en las cuales nuestra
disciplina ha adquirido los rasgos de responsabilidad social a los que me refería
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en la introducción. Encontramos constantemente en los medios de comunicación
noticias relativas al papel de la Arqueología en la planificación urbana y del te-
rritorio. 
Ciertamente, la práctica de la Arqueología en actualidad en España y en al-
gunos países de nuestro entorno europeo, está crecientemente ligada al proceso
político y económico, particularmente en lo relativo a la política de suelo. La
Arqueología es cada vez más una actividad dependiente de la administración pú-
blica, al mismo tiempo que se desarrollan crecientemente formas de Arqueolo-
gía “profesional” cada vez más ajenas a la esfera de los intereses puramente aca-
démicos o científicos y peligrosamente sujetas a los azares del mercado. En tales
condiciones, los arqueólogos nos vemos cada vez más inmersos en los procesos
de toma de decisión económica y social; a veces nuestras decisiones puramente
profesionales, sobre qué y cómo debe ser conservado, tienen implicaciones so-
ciales y políticas que se miden en cifras millonarias, sin que los principios fun-
damentales de nuestra ciencia, los únicos que hemos recibido en preparación
académica, sirvan de gran ayuda para orientarnos en el proceloso mar de las pre-
siones de los intereses políticos desencadenados en torno a nuestro trabajo. 
La vinculación entre la práctica arqueológica y este nuevo contexto social
viene dada por la irrupción del concepto de “patrimonio arqueológico”, entendi-
do como una parte del “patrimonio cultural”, un concepto en principio jurídico,
ligado a un determinado proyecto político de corte social-demócrata y fijado
constitucionalmente como corolario del proyecto de democracia social avanzada
en nuestro contexto post-industrial.
El concepto de “patrimonio arqueológico” ha redefinido de forma automáti-
ca la Arqueología, en la medida en que la ha dotado de un nuevo objetivo. El
“patrimonio arqueológico” sólo puede ser definido en su especificidad dentro
del “patrimonio cultural” en relación con la idea de “registro arqueológico”, que
a su vez nos remite a la idea de una Arqueología entendida como “ciencia del
pasado” (Criado, 2001: 38 y ss.).
En efecto, la Arqueología, entendida como disciplina científica, tiene como
objetivo la producción de conocimiento sobre el pasado a partir del estudio cien-
tífico de los restos materiales de las sociedades extintas. Este “estudio científi-
co” consiste en la transformación de elementos materiales presentes (piedras,
huesos, cerámicas, propiedades físico-químicas de sedimentos geológicos, etc.)
y sus relaciones, en datos estructurados sobre la acción social en momentos con-
cretos del pasado, datos susceptibles de ser interpretados en términos de teorías
sociológicas, antropológicas o históricas. Este conjunto estructurado es lo que
llamamos “registro arqueológico”. Así pues, la Arqueología-ciencia puede ser
definida como el proceso de producción de “registro arqueológico”. 
Cuando el “registro arqueológico” es considerado desde la perspectiva del
conjunto de valores sociales y políticos que definen la noción jurídica de “patri-
monio cultural” se constituye en lo que llamamos “patrimonio arqueológico”.
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Puesto que, como consecuencia del marco jurídico que lo constituye como tal, el
patrimonio cultural es objeto de derechos constitucionales, y el Estado se impo-
ne deberes con respecto a él, el patrimonio arqueológico no es axiológicamente
equivalente al “registro arqueológico”, aunque sí lo sea materialmente. Éste tie-
ne valor en cuanto objeto de conocimiento, mientras que aquél obtiene su valor
de la noción de “interés general” definida por el marco constitucional, y ese va-
lor es, por lo tanto, de orden moral y político. Como realidad jurídico-política,
cuyo valor moral (objeto de derechos ciudadanos y deberes del Estado) está
arraigado en su propia materialidad, el “patrimonio arqueológico” debe ser ad-
ministrado por el Estado. Llamamos “Arqueología de gestión” a la práctica de
esta administración, integrada en la más general “gestión de recursos cultura-
les”. Ahora bien, precisamente por el carácter material de la realidad que debe
ser administrada, carácter definido por la noción de registro arqueológico, la Ar-
queología de gestión no puede ser una práctica meramente administrativa, sino
que demanda una práctica científica, en el sentido descrito antes (producción de
“registro arqueológico”). En este escenario, sin embargo, esa práctica científica
no se moviliza para la producción de conocimiento, sino para la transformación
de la realidad con unos fines determinados por valores morales y políticos, antes
que meramente cognoscitivos.
Para terminar de complicar la situación hay que reparar en el hecho de que la
materialidad del registro arqueológico nos remite a un tercer tipo de valores,
junto a los cognoscitivos y los “patrimoniales” de orden político-moral: los va-
lores económicos, o más precisamente “de cambio”. La producción de registro
arqueológico implica un doble proceso de valorización económica, indirecto y
directo.
La materialidad misma del registro arqueológico es territorial: los restos ar-
queológicos son una parte del suelo. Como consecuencia de su valorización pa-
trimonial implicada en el deber de protección que el Estado se atribuye, la pro-
ducción de registro arqueológico pasa a ser objetivamente una parte del coste de
transformación del territorio en “suelo mercancía”, es decir, suelo urbanizable o
“desarrollable”. El “patrimonio arqueológico” deja de ser, por lo tanto, un pro-
blema sólo de gestión de recursos culturales, para pasar a ser un problema de
“política territorial” e, indirectamente, de mercado inmobiliario (incluyendo en
este las obras de infraestructuras). 
Por otra parte, el “patrimonio arqueológico” es, cada vez más, un recurso
económico en sí mismo, cuyo valor se incrementa a medida que lo hace el volu-
men del sector del turismo cultural, y, en general, la demanda de contenidos por
parte de la industria cultural. Desde este punto de vista, la Arqueología está cre-
cientemente integrada en un sector productivo, el de la industria cultural, cuyos
productos son, en el sentido más literal del término, mercancías.
Recapitulando, tenemos que la Arqueología, como práctica social en el con-
texto de las sociedades post-industriales, ha dejado de ser una actividad pura-
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mente científica, comprometida con la producción de conocimiento sobre las so-
ciedades del pasado, para pasar a verse involucrada en múltiples procesos de
creación de valor (político-moral, económico), que, paradójicamente, están sus-
tentados por su naturaleza primordial de actividad científica. Es muy importante
señalar que estos cambios son inevitables e irreversibles, pese a la resistencia de
una parte de los arqueólogos que aún se aferran a una situación anterior en la
que aún era posible una Arqueología “libre de valores”, comprometida única-
mente con la búsqueda del conocimiento. Y tanto es así que, incluso desde la óp-
tica de la propia producción de conocimiento, es prácticamente imposible situar-
lo hoy al margen de estos complejos procesos.
En efecto, hay que señalar la enorme importancia que el desarrollo de estas
nuevas formas de Arqueología ha tenido en el progreso del conocimiento ar-
queológico en los últimos años. Algunos de los descubrimientos más importan-
tes en el campo de la prehistoria reciente española, por limitarme a mi propia
área de especialización, están directamente vinculados con el desarrollo de la
llamada “Arqueología de gestión”. Así, por ejemplo, la mayor parte de los datos
relevantes con los que debemos contar para reconstruir nuestra visión de la pre-
historia reciente en la Comunidad de Madrid, por citar el caso que mejor conoz-
co, son el resultado no tanto de investigaciones sistemáticas de corte académico,
cuanto de intervenciones “de urgencia”, provocadas por el desbocado crecimien-
to urbano de la capital. Se podrían citar muchos otros ejemplos a lo ancho de
toda nuestra geografía. Sin embargo, a la hora de evaluar el impacto de la “Ar-
queología de gestión” en el crecimiento del conocimiento en todos ellos habría
que valorar factores que tienen más que ver con la eficacia de los modelos de
gestión patrimonial que con la calidad científica de la propia práctica arqueoló-
gica que está en su base, y que, en general, presenta en la actualidad un nivel
bastante homogéneo en nuestro país.
Incluso en el caso de un número creciente de proyectos arqueológicos orien-
tados inicialmente por objetivos científicos, las necesidades de financiación im-
plican cada vez más la necesidad de valorización económica del propio proceso
científico, que se transforma objetivamente en un proceso de producción de con-
tenidos para la industria cultural, o incluso en una industria cultural en sí mismo,
sin que ello desmerezca, naturalmente, de su valor científico (el caso más evi-
dente, aunque no único, es el “fenómeno Atapuerca”). 
Es evidente que esta situación ha provocado numerosas perplejidades en la
comunidad arqueológica. Las nuevas formas de práctica han multiplicado las
formas de “ser arqueólogo”, sin que los sistemas de formación de nuevos profe-
sionales hayan, por el momento, asumido claramente una categorización cohe-
rente de las mismas. La “profesionalización” de la Arqueología no se limita,
como hemos visto, a la práctica de la gestión patrimonial, sino que llega a cons-
tituir un sector tecno-profesional independiente, capaz de crear un valor añadido
específico. 
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Recapitulando lo anterior, tenemos que, como consecuencia de su propio
proceso interno por una parte, y de importantes cambios en la sociedad, la Ar-
queología se ha transformado en una actividad tecno-profesional, al mismo
tiempo que sigue siendo, primordialmente, una disciplina científica.
Normalmente, estas dos vertientes de la Arqueología se consideran por sepa-
rado, e incluso, en ocasiones, de forma contrapuesta, generando dos contextos
para la práctica y, consecuentemente, para el debate teórico. La comunidad dis-
ciplinar tiende a percibirse a sí misma como escindida en dos esferas (“investi-
gación” y “gestión”, para usar los términos más populares), y muchos arqueólo-
gos encuentran dificultad para ubicarse correctamente en ellas. 
Esta escisión de la práctica arqueológica se suele justificar con referencia a
la popular dicotomía establecida por Max Weber entre “ciencia” y “técnica”
(Weber, 1979). Este extendido punto de vista sirve igualmente a quienes defien-
den la preeminencia de la “Arqueología de investigación” y su autonomía frente
a la Arqueología pública y a quienes conciben esta última como una práctica
técnica, ajena a los intereses cognoscitivos, y subordinada a los fines dictados
por las políticas patrimoniales o por la producción de beneficios empresariales. 
La tesis que quiero desarrollar a continuación es que esta dicotomía carece
de justificación teórica y, en la práctica, sirve objetivamente a intereses políticos
y económicos “conservadores”, entendiendo por ello los que están comprometi-
dos con la reproducción del actual orden social, sean cuales sean las conviccio-
nes ideológicas de los arqueólogos y los contenidos ideológicos de sus teorías. 
ARQUEOLOGÍA, CIENCIA Y VALORES
El problema de las implicaciones axiológicas de la práctica arqueológica ha
sido considerado desde la óptica definida por la escisión de la práctica a la que
he hecho alusión. Desde la perspectiva “científica” se viene haciendo énfasis
desde la década de 1980 sobre la carga ideológica de la práctica teórica en Ar-
queología. La “crítica postprocesual” se dirigió en un principio contra el proyec-
to de una Arqueología puramente científica y como tal “libre de valores”, patro-
cinada por el movimiento conocido como “nueva Arqueología”. El fundamento
de ese proyecto era la idea, tomada de la filosofía Neopositivista de la Ciencia,
de que la aplicación del método hipotético-deductivo permitiría una reconstruc-
ción científica stricto sensu del pasado humano. Esta aplicación exigía la elabo-
ración de teorías generales sobre la sociedad a partir de las cuales construir las
hipótesis interpretativas del registro arqueológico. Esas teorías deben estar “li-
bres de valores”, al hacer referencia a leyes universales del comportamiento so-
cial. Estas ideas se presentan como alternativa al subjetivismo ingenuo de la Ar-
queología tradicional, basado implícitamente en la posibilidad de una lectura
directa, “de sentido común”, del registro arqueológico en términos históricos o
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sociales, ante el que el Neopositivismo arqueológico se presenta como “pérdida
de la inocencia”, según expresión de D. Clarke (1973). 
Sobre esta base epistemológica, la Nueva Arqueología construye su paradig-
ma teórico: la ecología cultural, cuyo núcleo teórico es la idea de que las distin-
tas formas de organización de las sociedades humanas responden al principio
general de la adaptación, entendida como optimización en el proceso de inter-
cambio de energía entre los grupos humanos y su medio ambiente. Así, la “ex-
plicación” de cualquier rasgo cultural o de organización social consiste en esta-
blecer su funcionamiento como “rasgo adaptativo”.
La ecología cultural se transformó en “paradigma dominante” a lo largo de
la década de 1970. La “crítica postprocesual”, emprendida desde distintos fren-
tes teóricos, particularmente el marxismo y las corrientes post-estructuralistas,
consistió en poner de manifiesto que la presunta “libertad de valores” del para-
digma ecológico-cultural procesualista escondía en realidad un fuerte compro-
miso ideológico con la legitimación del orden social, al presentar las distintas
formas de organización de las sociedades como el resultado de la acción natural
de leyes universales y causas superorgánicas. En palabras de M. Shanks y Ch.
Tylley (1987:62) “una gran parte de la Arqueología es práctica ideológica que
sostiene y justifica un presente capitalista”.
Independientemente de los contenidos específicos de las distintas tendencias
post-procesuales, cuya discusión está aquí fuera de lugar, el principal resultado
de este movimiento fue poner de manifiesto la carga valorativa de la interpreta-
ción arqueológica. En la medida en que la Arqueología trata de interpretar los
restos materiales de la acción social en el pasado en términos sociológicos e his-
tóricos, debe recurrir forzosamente a representaciones generales de la naturaleza
en última instancia de la sociedad y la historia (teorías sociales). Y estas repre-
sentaciones implican necesariamente juicios de valor sobre la sociedad humana
en general y, consecuentemente, sobre el presente histórico desde el que se reali-
za la investigación. Desde este punto de vista, común a todas las tendencias
post-procesuales, cualquier interpretación arqueológica implica una intervención
sobre el presente, puesto que su finalidad última es proveer a la sociedad que re-
cibe el conocimiento producido por la investigación de un discurso sobre ella
misma. Este discurso siempre tiene una finalidad implícita e inevitable: puede
contribuir a legitimar el orden social vigente, mediante la naturalización de las
prácticas sociales, como hemos visto en el caso de la ecología cultural; o, por el
contrario, puede tener una carga deslegitimadora con respecto a dicho orden so-
cial, al poner de manifiesto el carácter históricamente determinado de esas prác-
ticas y su conexión con los intereses de los distintos sujetos históricos. En con-
clusión, toda interpretación arqueológica es conservadora o radical. La
Arqueología es una Ciencia social, y como tal es una disciplina valorativa por su
propia constitución epistemológica. 
Esta “segunda pérdida de inocencia de la Arqueología”, para utilizar la acer-
tada expresión de Ph. Kohl (1985), es la instancia que posibilita el surgimiento,
334
durante las dos últimas décadas, del conjunto de “Arqueologías críticas” que se
han mencionado en la sección anterior, desde la “Arqueología feminista” a la
“Arqueología post-colonial”, así como la creciente implicación de la Arqueolo-
gía en diversos conflictos sociales y políticos. 
La “Arqueología crítica” es, pues, el resultado de la constatación de que
nuestra disciplina es una instancia de negociación de los discursos ideológicos
que se articulan en el presente en la forma de un debate social que tiene implica-
ciones políticas. Ahora bien: ¿significa esto que la Arqueología es un mero dis-
curso ideológico, que trata sobre el presente con el pretexto de referirse al pasa-
do? En efecto, la crítica post-procesual, al poner en cuestión la pretensión de
objetividad científica del Neopositivismo, tanto como el empirismo ingenuo de
la Arqueología tradicional, abrió el paso a una profunda crisis epistemológica.
Una parte del movimiento post-procesual se decantó por orientaciones subjeti-
vistas y relativistas que, finalmente, suponen una negación del valor mismo de
la disciplina como empresa de conocimiento. En otros casos, como en el de al-
gunas de las múltiples “Arqueologías marxistas”, la crítica al objetivismo positi-
vista acaba por disolver los criterios externos de certeza, característicos del tipo
de conocimiento que llamamos “científico”, en una mera apelación a la coheren-
cia ideológica del discurso.
Aceptando la inevitable carga valorativa de las interpretaciones arqueológi-
cas puesta de manifiesto por la crítica post-procesual, deberíamos preguntarnos
ahora cuál es la instancia que permite reclamar para ellas una pretensión de vali-
dez más allá de la afinidad ideológica. Esta pregunta es sustancial, y no sólo
como un debate académico, puesto que, cada vez más, como hemos visto, la Ar-
queología se desarrolla como productora de contenidos para la industria cultural.
Así, si la aplicación de la “optimal foraging theory” a la explicación del com-
portamiento de los grupos cazadores recolectores del Paleolítico puede ser de-
nunciada como un artefacto ideológico de legitimación del capitalismo, ¿por qué
debemos considerar preferible, más allá de nuestras propias afinidades ideológi-
cas, un montaje museístico dirigido a divulgar entre el público una interpreta-
ción marxista de las culturas de la Edad del Bronce del Sureste?
Al margen de cualquier debate epistemológico creo que la mayor parte de
los arqueólogos aceptarán que la respuesta a esta pregunta está en la propia
constitución de la Arqueología como proceso de conocimiento: en el hecho de
que, en el curso de este proceso la Arqueología produce una realidad material en
relación con la cual pueden ser evaluadas las pretensiones de validez de sus pro-
pias interpretaciones del pasado humano. Esa realidad material es lo que llama-
mos “registro arqueológico”.
Ya se ha mencionado más arriba la noción central de “registro arqueológico”
como el resultado de la transformación de elementos materiales existentes en el
presente en conjuntos estructurados de datos sobre la acción social en el pasado.
Si bien es cierto que, como ha puesto de manifiesto la crítica post-procesual, el
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conjunto de operaciones cognitivas que definen este proceso de transformación
tiene una carga teórica, no es menos cierto que el “registro arqueológico” es un
producto material finalmente independiente de su matriz teórica, en el sentido
de que puede ser reinterpretado al margen, o incluso en contra, de dicha matriz.
En este sentido, el criterio de demarcación que define la Arqueología como dis-
ciplina científica es esta cualidad de proceso productivo de “registro arqueológi-
co”, que se fundamenta en el hecho de que, ante el problema del tratamiento ele-
mental de la evidencia arqueológica un arqueólogo marxista no debiera
distinguirse mucho de uno socialmente conservador. Esto no es inconveniente
para que uno y otro se esfuercen en fundamentar empíricamente sus interpreta-
ciones de la historia humana y, al contemplar la misma evidencia desde dichas
interpretaciones, no generen series diferentes de datos. Pero finalmente lo que
constituye sus observaciones como “datos arqueológicos” es precisamente el
que deban ser finalmente aceptados como tales por sus oponentes teóricos en
virtud de estar sustentados en argumentos racionales y explícitos sobre la forma
en que su materialidad presente remite a un contexto de acción social pretérita.
En este sentido, y no en ningún otro, la Arqueología puede ser considerada una
“ciencia”, capaz de “descubrir” aspectos de la realidad. De hecho, la historia de la
Arqueología está constituida por la forma en la que ha ido iluminando aspectos
desconocidos del pasado humano, como la antigüedad de la Humanidad o la Re-
volución Neolítica, por citar dos ejemplos indiscutibles. Esta última podrá ser in-
terpretada como un resultado natural de la evolución adaptativa o como conse-
cuencia histórica de las contradicciones sociales, pero en cualquier caso, ahora
sabemos que durante una gran parte de su trayectoria sobre la Tierra, nuestra espe-
cie vivió como depredadora y las tecnologías de producción de alimentos constitu-
yen un punto de inflexión situado en puntos concretos del tiempo y el espacio.
Recapitulando lo que hemos visto en esta sección, la Arqueología es una cien-
cia social que interviene sobre el presente de dos maneras: produciendo “registro
arqueológico” y proponiendo interpretaciones del mismo en relación con teorías
sociales. En cuanto provee un campo de debate para estas teorías, la Arqueología
interviene de forma sustancial en los debates ideológicos contemporáneos, y se
ve involucrada en los conflictos sociales de los contextos en los que se desarrolla.
Puede actuar como instancia legitimadora o crítica en relación con situaciones
sociales concretas, que van desde los conflictos identitarios a las nuevas formas
de integración social. Pero el sustrato en el que se apoya esta naturaleza valorati-
va es, en cualquier caso, la materialidad del “registro arqueológico”. 
ARQUEOLOGÍA Y PATRIMONIO
Los debates que acabamos de reseñar en la sección precedente se vienen pro-
duciendo en el ámbito interno de la Arqueología académica. Como hemos visto
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en la primera sección de este texto, su desarrollo ha sido paralelo en el tiempo a
una radical transformación en las condiciones sociales de existencia de la Ar-
queología como práctica, y, lamentablemente, independiente de ella. 
Recapitulando algunas de las ideas que ya han sido expuestas, esta transfor-
mación ha sido inducida por diversos cambios políticos y económicos en las so-
ciedades occidentales, que han propiciado la definición de los restos materiales
de la acción humana en el pasado (o al menos parte de ellos) como un bien pú-
blico que merece la protección del Estado: el “patrimonio arqueológico”. 
El “patrimonio arqueológico” sólo puede ser entendido como una parte cons-
titutiva del “patrimonio cultural”, un concepto que cobra su sentido en el con-
texto del proyecto político de las modernas democracias avanzadas. El patrimo-
nio cultural es la plasmación material de la idea básica de la ciudadanía que está
en la base de la constitución política de nuestras sociedades. Así, la constitucio-
nalización del patrimonio cultural es el reconocimiento del derecho a la pose-
sión colectiva de los elementos materiales, tangibles o intangibles, que definen
la identidad colectiva. 
El “patrimonio arqueológico” es el resultado de la introducción del “registro
arqueológico” en este marco de valores sociales y políticos. Su propia definición
implica, por lo tanto, la valorización de los elementos constitutivos, actual y po-
tencialmente, del “registro arqueológico” mediante su transformación en objetos
de un derecho aparejado a la ciudadanía. El reconocimiento explícito en la forma
de un cuerpo legal de esta valorización implica la asunción por parte del Estado
del compromiso de recuperar y hacer accesible a su disfrute público los elementos
que lo constituyen, garantizando su conservación para las generaciones futuras.
En cuanto disciplina encargada de la producción del “registro arqueológico”,
la Arqueología está directamente implicada en la materialización del “patrimo-
nio arqueológico”. Como consecuencia de esto, se ha visto crecientemente invo-
lucrada en la práctica de la gestión política y administrativa del Estado para ga-
rantizar dicha protección. Este proceso ha determinado el nacimiento de una
“Arqueología pública”, término que engloba las distintas formas de participa-
ción de la disciplina arqueológica en la gestión del “patrimonio arqueológico”.
Ahora bien, la posición que ocupa la Arqueología en este contexto es ética-
mente distinta a la de una disciplina científica en sentido estricto. Si de esta se
espera que produzca conocimiento en el sentido que definen sus propios objeti-
vos teóricos y dentro de las determinaciones epistemológicas establecidas por su
propia dinámica interna, de la Arqueología pública se espera una práctica técni-
ca, que permita la materialización de los objetivos patrimoniales prefigurados en
el marco jurídico, tal como son interpretados (y esto es muy relevante) por la
voluntad general, expresada por los actores legítimos de las políticas del Estado
en sus diferentes instancias. “Práctica técnica” quiere decir aquí el conjunto de
operaciones materiales y conceptuales aplicables a la transformación de la reali-
dad de acuerdo con un objetivo. Este objetivo, como acabamos de ver, es exter-
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no a los propios objetivos cognoscitivos de la disciplina, y viene dado por la in-
terpretación política, coyuntural por definición, de los mandatos constituciona-
les, que dan forma a los “valores patrimoniales” como tales. 
Es evidente que, planteadas así las cosas, existe un conflicto inmanente entre
las dos naturalezas, científica y técnica, de la disciplina arqueológica. Este con-
flicto puede ser descrito a partir de la dicotomía weberiana entre “ética de la
convicción” y “ética de la responsabilidad” (Weber, 1979). La primera es típica
del contexto de la investigación científica, por cuanto implica un compromiso
con “la verdad”, entendida aquí en el sentido definido por los criterios de certe-
za dados en la constitución epistemológica de la disciplina, con todas las salve-
dades derivadas de las críticas post-modernas al concepto de “verdad”, por
ejemplo en Foucault (Fernández Martínez, 2006: 14). Por el contrario, la “ética
de la responsabilidad” es típica de la acción política, y, al menos en el caso de
las democracias avanzadas, se refiere al compromiso con los objetivos determi-
nados por la voluntad política legítimamente formada. En cuanto instancia técni-
ca encargada de la materialización de una política patrimonial, la Arqueología
queda sustraída de la esfera de su propia “convicción” para quedar sujeta a su
“responsabilidad” con respecto a los objetivos prefigurados en las políticas de
patrimonio que reclaman la aplicación de sus saberes técnicos. 
Idealmente, este conflicto potencial está resuelto en la propia definición ge-
neral de patrimonio arqueológico como el registro arqueológico considerado
constitucionalmente como un sustrato material del derecho al patrimonio cultu-
ral. Desde este punto de vista, la intervención técnica del arqueólogo sería equi-
valente a su trabajo como científico: recuperar y estructurar los restos materiales
de la acción social en el pasado, para transformarlos en fuente de conocimiento
y, así, en elementos patrimoniales. En efecto, resulta llamativo que, como señala
F. Criado (2001:41) “la Ley española de Patrimonio Histórico de 1985 (en ade-
lante LPH), definió como Patrimonio Arqueológico los bienes susceptibles de
ser estudiados con metodología arqueológica”. El autor continúa señalando que,
pese a su circularidad evidente, esta definición tiene el mérito de ser pragmática
y operativa, y haber consolidado, desde el momento de la promulgación de la
Ley, las bases para una institucionalización de la Arqueología como base de la
política patrimonial.
Pero lo cierto es que, pese a ello, en la práctica, y por razones que hemos es-
bozado en la primera sección de este texto y sobre las que volveremos ahora, la
forma en la que se ha producido esta institucionalización ha desembocado en un
planteamiento abierto del conflicto ético que se acaba de reseñar, conflicto que
se manifiesta en la contradicción entre el compromiso ético de la Arqueología
con el conocimiento científico y su responsabilidad “técnica” con los objetivos
de las políticas patrimoniales, que, como veremos, no siempre coinciden. 
Esta situación conflictiva deriva del marco económico político en el que se
ha desarrollado el despliegue efectivo del marco constitucional en lo que se re-
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fiere a la gestión patrimonial en la mayor parte de los países desarrollados, y
particularmente en el nuestro. Lo que sigue se refiere, en efecto, al caso español,
paradigmático en este sentido.
El nudo del problema reside en la propia naturaleza del registro arqueológi-
co, que viene dado como un componente físico del suelo. En efecto, el conjunto
de elementos materiales a partir de los cuales la acción de la Arqueología cons-
truye el “registro arqueológico” es, en primera instancia, parte de las capas sedi-
mentarias de la superficie terrestre, y existe en la medida en que las condiciones
de formación de suelo han determinado su conservación. Esto significa que el
“registro arqueológico” es, al menos potencialmente, una realidad extensiva y
pervasiva en relación con el territorio. Esta condición lleva aparejadas la mate-
rialidad y la especialidad de sus componentes, características ambas que forman
una parte constitutiva del valor cognoscitivo del registro arqueológico y, por lo
tanto, de su valor patrimonial. Es decir, el registro arqueológico no es una mera
yuxtaposición de objetos que puedan ser extraídos de su contexto “sedimenta-
rio”, sino que los objetos que lo constituyen (que en parte son inamovibles,
como en el caso de los restos arquitectónicos) son relevantes cognoscitiva y pa-
trimonialmente, por el hecho de ocupar un lugar en el espacio que constituye un
contexto material de significado para la ciencia arqueológica.
Estas características (materialidad, espacialidad, inamovibilidad) hacen que
el patrimonio arqueológico sea extremadamente vulnerable a los procesos de
cambio en el paisaje rural y urbano que caracterizan la modernización de nues-
tro país, y han alcanzado un nivel de intensidad sin precedentes en la fase actual
de “capitalismo inmobiliario”. 
Efectivamente, la institucionalización del patrimonio, en el sentido jurídico
que se ha descrito, en nuestro país, ha coincidido históricamente con un proceso
de modernización económica y social que ha implicado transformaciones a gran
escala del territorio, generando una extraordinaria demanda de suelo urbanizable
o para infraestructuras. Este proceso, por otra parte, se ha desarrollado, coheren-
temente con el sistema político y social, bajo las determinaciones de una econo-
mía de mercado, de tal forma que el proceso de transformación ha quedado
subordinado a la generación y acumulación de beneficios capitalistas. Las co-
yunturas de ciclo político y económico (descentralización político-administrati-
va de la gestión del territorio, boom inmobiliario, ocupación progresiva del po-
der político regional y local por grupos de presión ligados a los sectores
económicos implicados, etc.) han favorecido, por otra parte, un progresivo retro-
ceso en las atribuciones reguladoras del Estado, a favor del juego libre de los
mecanismos del mercado. 
Ya hemos descrito en la primera sección de esta ponencia la forma en la que
este proceso afecta a la Arqueología, transformada en una instancia más en la
formación del valor del suelo, impuesta por la lógica constitucional, al ser la
producción de valor patrimonial una condición de la liberación de territorio para
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su transformación en “suelo-mercancía”. De esta forma, el proceso de valoriza-
ción patrimonial, en el que, como hemos visto, el término “valor” hace referen-
cia a los contenidos morales y políticos del patrimonio, queda subsumido en el
proceso de producción de plusvalías, es decir, en un proceso de valorización en
el cual el término “valor” cobra su sentido más crudamente económico. Cuando
la valorización mercantil es una condición necesaria de la valorización patrimo-
nial, y por lo tanto ésta queda subordinada en aquella, podemos hablar de un
proceso de apropiación, es decir, de integración del patrimonio en la lógica de la
producción mercantil.
En última instancia esto significa una mercantilización real del patrimonio
arqueológico, cuyo valor de cambio (aquel por el cual el promotor urbanístico o
el propio Estado, por ejemplo, está dispuesto a pagar al arqueólogo) se deduce
de las plusvalías generadas por la liberación de suelo y/o del valor final del pa-
trimonio producido como recurso de la industria cultural. Finalmente, a estos
valores del patrimonio-mercancía se superponen aquellos valores ideológicos
(identitarios, culturales, etc.) adecuados a los fines específicos del cliente final
(las distintas administraciones del Estado o, eventualmente, los patrocinadores
privados interesados en financiar una investigación) en cada coyuntura política
específica. Estos valores, si bien son de naturaleza específicamente patrimonial,
y por lo tanto moral y política, son también mercantiles, en el sentido de que,
funcionalmente, se constituyen en parte de un mercado publicitario.
Resulta evidente que, para que se verifique la integración de la producción
de patrimonio en la lógica de la producción mercantil, el arqueólogo tiene que
quedar definido como “técnico weberiano”, en el sentido descrito más arriba. La
transformación del arqueólogo científico en técnico se verifica mediante un pro-
ceso de alienación, en el curso del cual los productos de su trabajo quedan fuera
de su control, enajenados como consecuencia del propio mecanismo de produc-
ción patrimonial que se acaba de describir. Conceptualmente, esta alienación
equivale a la desvinculación entre el patrimonio arqueológico, transformado
como hemos visto en mercancía por partida doble, y su sustrato lógico y ontoló-
gico: el registro arqueológico. Desde el momento en que el valor de los restos
materiales de la acción social en el pasado es evaluado como mercancía, su va-
lor depende de las coyunturas de los diferentes procesos mercantiles en los que
interviene. Esta disgregación de los valores cognoscitivos y patrimonial-mercan-
tiles es lo que podríamos llamar, parafraseando a Marx, “el secreto de la produc-
ción de patrimonio-mercancía”. La formulación paradigmática de esta disgrega-
ción la hemos escuchado muchas veces en boca de los responsables políticos de
acciones de destrucción deliberada del patrimonio arqueológico. Sirvan como
ejemplo más reciente (last but not least) las declaraciones del representante de
los intereses inmobiliarios que amenazan el conjunto arqueológico y paisajístico
de la Vega Baja de Toledo: “Es posible que los hallazgos tengan un interés cien-
tífico indiscutible, pero desde el punto de vista monumental no tienen el más
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mínimo. Por eso nosotros defendemos que se puede conciliar la construcción
con la conservación” (Diario El País, 26 de julio de 2006: 45).
Este texto contiene, de forma más clara que cualquier declaración de princi-
pios, algunos elementos de lo que podemos llamar “estrategia de apropiación
del patrimonio arqueológico”. La primera es conceptual, y ya ha sido diagnosti-
cada más arriba. Consiste en la disgregación de los conceptos de “registro ar-
queológico” y “patrimonio”, y se manifiesta en nuestro ejemplo en la distinción
entre “valor científico” y “monumental”. Este último término aparece como si-
nónimo de “patrimonial”, lo que nos remite directamente a la noción pre-consti-
tucional (habría que decir mejor franquista) de “patrimonio” como conjunto de
“monumentos” (o más precisamente “monumentos nacionales”). No es este el
lugar para desarrollar una crítica sistemática a esta interpretación, por otra parte
dominante, del sentido del valor patrimonial del registro arqueológico. Habría
que decir, simplemente, que dicha interpretación entra en contradicción con la
propia definición de patrimonio arqueológico que encabeza la vigente Ley de
Patrimonio Histórico Español, y que ha sido comentada más arriba. De esta de-
finición no se deduce ninguna dicotomía al estilo de la esgrimida por el cons-
tructor toledano, sino más bien al contrario: los restos visigodos de la Vega Baja
de Toledo tienen valor patrimonial precisamente por el hecho de tener valor
científico, independientemente de su posible “monumentalidad” (cuya evalua-
ción, por otra parte, parece obedecer a criterios ampliamente subjetivos). Esta
equivalencia recogida en la Ley es además el mecanismo escogido por el legis-
lador para sustraer la demarcación y evaluación del valor patrimonial a los crite-
rios, coyunturales y posiblemente interesados, de los agentes sociales de las po-
líticas patrimoniales, para dejarlas en el terreno de la Arqueología como ciencia.
De este principio, no obstante, no cabe deducir un punto de vista conservacio-
nista intransigente, que a menudo es esgrimido desde sectores académicos como
descalificación de cualquier forma de Arqueología pública. Antes bien, el senti-
do en el que la LPH vincula registro arqueológico y patrimonio arqueológico es
el de garantizar las condiciones en las que la investigación arqueológica puede
generar conocimiento.
La segunda línea estratégica de apropiación del patrimonio es material y
consiste en su objetualización, que permite su fragmentación o disgregación, y
así, su integración en el proceso de acumulación de capital. Volviendo a nuestro
ejemplo, esta estrategia de objetualización queda patente en las alusiones del
constructor a la conciliación de “construcción y conservación”, pero sólo cuan-
do conocemos que el proyecto de “conciliación” al que se refiere consiste en
“poner rotondas para integrar los yacimientos, o construir sobre pilotes, o crear
reservas arqueológicas”, según declaraciones de Enrique Lorente, concejal del
Ayuntamiento de Toledo favorable a los planes urbanísticos sobre la Vega Baja,
y, paradójicamente, responsable de la conservación del Patrimonio regional cas-
tellano-manchego, en su condición de Director General de Patrimonio del co-
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rrespondiente gobierno autónomo (Diario El País, 24 de julio de 2006: 39). In-
dependientemente de lo que pudiera decirse sobre el caso concreto que hemos
tomado como ejemplo, este tipo de formas de “integración” del PA remiten a la
idea de que éste consiste en una serie de objetos materiales que pueden ser ex-
traídos de su contexto (determinado por el conjunto de condiciones que han per-
mitido su conservación hasta el presente y por su especialidad concreta, que for-
man parte de su significado) y tratados como elementos de mobiliario urbano.
Este criterio objetual se proyecta, finalmente, sobre la idea de “monumentali-
dad” que hemos descrito antes, de tal forma que una gran parte del registro ar-
queológico (constituido no sólo por objetos “monumentalizables”, como es ob-
vio) queda efectivamente despojada de su valor patrimonial y así excluida de la
tutela efectiva del Estado, que se limitaría a aquellos elementos susceptibles de
ser “integrados” como “monumentos” en los distintos procesos de transforma-
ción del territorio que les afectan.
Como ya hemos visto, la transformación del arqueólogo en “técnico webe-
riano” es una de las precondiciones de éxito de estas estrategias de apropiación
del patrimonio, puesto que la valorización real del mismo requiere la aplicación
de saberes especializados específicos. 
Esta transformación se ha verificado como un proceso de “profesionaliza-
ción”, que afecta a la totalidad de la comunidad arqueológica, y no sólo al sector
profesionalizado en un contexto de Arqueología contractual. En efecto, el im-
pacto del proceso de apropiación del patrimonio ha generado tres colectivos pro-
fesionales diferenciados: administradores (expresivamente denominados “técni-
cos en patrimonio”), arqueólogos contractuales (a menudo identificados como
“profesionales” por antonomasia, porque, en efecto, son los únicos que son pro-
fesionales en cuanto arqueólogos) y académicos (docentes e investigadores)
(Barreiro 2005: 63 y ss.). La posición objetiva de cada uno de estos colectivos
en relación con el proceso de producción de patrimonio es objetivamente contra-
dictoria.
Los administradores son el agente activo de las políticas de patrimonio y por
lo tanto su autonomía está limitada por definición por la voluntad política que
las define. Esto no excluye, naturalmente, que no puedan contribuir a la forma-
ción de dicha voluntad, y que, como a menudo ocurre, el efecto de esta contribu-
ción sea una efectiva y eficaz salvaguardia del patrimonio. 
Por su parte, el colectivo contractual, o empresarial, constituye la fuerza de
trabajo en el proceso de producción patrimonial, en el curso del cual es expropia-
do de los valores cognoscitivos que produce. De hecho, en las condiciones reales,
la generación de estos últimos es a menudo contradictoria con su propia repro-
ducción como profesionales en condiciones de mercado (vid. Díaz del Río 2000).
Finalmente, el colectivo académico (cuyos componentes son profesionales
en cuanto docentes/investigadores, no en cuanto arqueólogos) queda constituido
como depositario e intérprete de los citados valores cognoscitivos. Pero esto le
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coloca en una posición marginal en el proceso productivo, puesto que en el mar-
co del mismo, estos valores están, como hemos visto, subordinados a la valori-
zación mercantil. Por lo tanto, el colectivo académico conserva el acceso al co-
nocimiento producido por el trabajo arqueológico, pero carece de control de las
condiciones para la realización de dicho trabajo en el contexto del proceso de
producción de patrimonio, a menos que sea capaz de integrarse en él, aceptando
una parte de su lógica. Esta situación ha resultado en la práctica en un conocido
desgarramiento de nuestra comunidad académica en dos sectores, a veces viru-
lentamente enfrentados: uno “posibilista”, partidario de hacer jugar a la lógica
mercantil a favor de objetivos científicos, y otro “fundamentalista” que defiende
la posibilidad de una Arqueología científica al margen de las condiciones objeti-
vas de la producción patrimonial. Lamentablemente, el numantinismo de este
tipo de puntos de vista (frecuentemente asociados con maximalismos conserva-
cionistas) parece ignorar la vieja máxima de la acción política que dice que la
forma de cambiar las condiciones objetivas no es, en ningún caso, negar su exis-
tencia. En este sentido, las posturas “fundamentalistas” que estamos esbozando,
contribuyen de forma aún más clara que las “posibilistas” a la reproducción de
dichas condiciones objetivas, porque implican el reconocimiento de facto de la
escisión entre la Arqueología científica y la tecno-profesional que, como espero
haber mostrado, es el eje fundamental de la estrategia de mercantilización del
patrimonio.
Resumiendo, las condiciones objetivas en las que la práctica arqueológica se
desarrolla determinan la transformación de la comunidad disciplinar en al menos
tres sectores profesionales con una diferente posición en el proceso de produc-
ción de patrimonio que determinan diferentes intereses, y, por añadidura diferen-
tes dinámicas sociales en orden a su estructura interna (burocrático-administrati-
va, burocrático-académica y de mercado), con sus diferentes mecanismos de
promoción y autorreproducción.
PERSPECTIVAS
La discusión presentada en la sección anterior, pretende ser un diagnóstico
de la situación de la Arqueología como práctica social en la actualidad. Este
diagnóstico no difiere sustancialmente del que recogen los autores que constitu-
yen la referencia general de esta ponencia (principalmente Criado, 1996 y 2001
y Barreiro, 2005). Algunos de los rasgos de esta situación son estructurales, en
la medida en que responden a la necesidad de articular políticas de patrimonio
en un contexto capitalista de mercado. Pero otras, que he tratado de enfatizar,
responden a la forma concreta en la que se desarrollan esas políticas y son, por
definición coyunturales. En este sentido, el actual momento del ciclo económico
político, determinado por el peso extraordinario del sector de la construcción ha
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generado una extraordinaria presión sobre las condiciones de la práctica arqueo-
lógica. Esta presión se traduce en la subordinación de los objetivos científicos y
patrimoniales, que no son en esencia contradictorios, al proceso general de acu-
mulación de capital, en las condiciones más ventajosas para los objetivos de este
último. Las condiciones objetivas en las que se produce esta subordinación de-
terminan contradicciones entre los objetivos patrimoniales y científicos, y una
paralela disolución de la comunidad disciplinar arqueológica en comunidades
profesionales,
Este es un proceso fundamentalmente político, y de aquí el término “estrate-
gia de apropiación” que he utilizado para identificarlo. Con ello no quiero hacer
referencia a un proceso intencional, en el sentido de una acción política delibe-
radamente planificada por un sujeto político con un objetivo explícito. Antes
bien, me refiero a la forma en la que los distintos sujetos políticos (administra-
ción, grupos de interés económico, movimientos ciudadanos) desarrollan “estra-
tegias” (fundamentalmente políticas, sociales y económicas) con objeto de ma-
ximizar sus intereses (ganar elecciones, acumular plusvalías, obtener ventajas
específicas). Esta negociación de intereses atraviesa el campo de la Arqueología
y la transforma, en los sentidos que acabamos de ver, en un campo de acción po-
lítica, social y económica en el que los objetivos estratégicos sectoriales se diri-
men a costa de las condiciones de acceso y conservación del patrimonio arqueo-
lógico. Al hablar de “estrategia de apropiación del patrimonio” quiero decir que
el proceso de mercantilización es en este momento la estrategia dominante entre
las que conforman la práctica arqueológica contemporánea. En ella confluyen
estrategias sectoriales diversas, que tienen en común el interés por controlar las
condiciones de producción del patrimonio arqueológico. Esta confluencia se
hace explícita en el contexto de los frecuentes conflictos concretos que jalonan
la historia reciente de nuestra Arqueología pública, y que hemos representado
por su más reciente ejemplo (el conflicto de la Vega Baja de Toledo, de actuali-
dad periodística mientras redacto estas páginas y aún no resuelto). Se expresan
en las manifestaciones de los agentes sociales implicados (constructores, propie-
tarios de suelo, políticos, colectivos ciudadanos, arqueólogos en su triple condi-
ción profesional) y, sobre todo, en las decisiones políticas finales que dirimen el
conflicto. Pero, más allá de estas manifestaciones explícitas de la acción de inte-
reses sectoriales sobre el campo de la Arqueología, las estrategias de control del
patrimonio operan mediante mecanismos económicos, sociales e ideológicos,
que determinan las condiciones reales de la práctica arqueológica.
Parte de estos mecanismos afectan a la constitución de la Arqueología como
disciplina, determinando su disolución como sujeto social unitario definido por
una comunidad disciplinar para pasar a ser una constelación de comunidades
profesionales con intereses objetivos diferentes. Esta disolución del campo dis-
ciplinar funciona eficazmente como estrategia de control, porque elimina en la
práctica, un posible sujeto en la toma de decisiones. Esta situación se traduce en
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los frecuentes alineamientos contradictorios de arqueólogos en los conflictos ci-
tados. Esos alineamientos se suelen justificar “arqueológicamente”, pero inevi-
tablemente responden a intereses concretos en juego en el conflicto. 
A mi juicio, esta situación configura el espacio ético de la Arqueología con-
temporánea, y determina el sentido en el que una práctica arqueológica puede
influir en la sociedad, y, por lo tanto, las verdaderas implicaciones axiológicas
de la Arqueología, la forma en la que la práctica arqueológica puede ser “con-
servadora” o “radical”, en función de su contribución objetiva a la estrategia so-
cial dominante, independientemente de sus compromisos teóricos o ideológicos.
Algunas Arqueologías “críticas” o “comprometidas” pueden, de esta manera, re-
sultar bastante conservadoras en su propio contexto.
Al final de la primera sección de esta ponencia, expuse la tesis de que la es-
cisión de la disciplina arqueológica en dos tipos de práctica contrapuestos, no es
justificable teóricamente, y sirve objetivamente a la reproducción del orden so-
cial. En efecto, el desgajamiento de la práctica técnica y de la científica, con su
correspondiente división del trabajo académicos-técnicos-profesionales, favore-
ce las estrategias de mercantilización del patrimonio y debilita la posibilidad de
un control social de las políticas patrimoniales.
En este sentido, cualquier estrategia de resistencia a la dominante, debe em-
pezar por una propuesta de reintegración de las prácticas arqueológicas en un
marco disciplinar capaz de dar cuenta, en términos específicamente arqueológi-
cos, tanto de la praxis tecno-profesional, como de la académico-científica. Esto
supone una redefinición de la Arqueología en función de las condiciones objeti-
vas que demandan un nuevo tipo de práctica en la que el arqueólogo no pudiera
desempeñarse como “técnico” sin hacerlo como “científico”, pero en la que, re-
cíprocamente, la calidad de un proyecto científico se evalúe también por su ca-
pacidad de crear valores patrimoniales. 
Esto implica, entre otras cosas, lo que yo llamaría una reinterpretación pro-
gresista de la LPH, en la medida en que supone reintegrar las nociones de patri-
monio arqueológico y registro arqueológico. 
Creo que este es el sentido general de las propuestas de Criado de una “Ar-
queología como tecnología del patrimonio” (Criado, 1996: 26:
“La Arqueología es un saber que permite hacer cosas. Estas cosas son cada vez más
demandadas por una sociedad que tiene que utilizar el patrimonio arqueológico.
Para hacer esas cosas no sólo se aplica un procedimiento instrumental, sino que su
aplicación depende del conocimiento disponible sobre el contexto (arqueológico y
social) considerado y, además, genera como valor añadido conocimiento nuevo. En
este sentido, la Arqueología es una tecnología.”
La definición de la práctica arqueológica como “tecnología”, entendida
como la aplicación de conocimiento a la producción de conocimiento en el
curso de la transformación de la realidad, es una forma de reintegración que
implica la redefinición de la Arqueología como disciplina tecno-científica (Ba-
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rreiro 2005), lo cual tiene diversas implicaciones, cuya discusión queda aquí fue-
ra de lugar. 
En cualquier caso, la propuesta permite articular conceptualmente formas de
práctica arqueológica que, en sí mismas, pueden ser estrategias de resistencia a
la apropiación capitalista del patrimonio, tal como se ha descrito. Terminaré ci-
tando, como ejemplo del potencial de acción social que es posible encontrar
dentro de la propia Arqueología como tecno-ciencia, el campo crecientemente
influyente de la Arqueología del Paisaje. En efecto, como hemos visto, la prácti-
ca técnica alienada de la Arqueología se impone, entre otras cosas, promoviendo
una noción cosificada del registro arqueológico, que permite su fragmentación y
descontextualización. Esta noción no es otra que la tradicional de registro ar-
queológico como agregado de artefactos, sustraída a la crítica por la descone-
xión entre práctica técnica y científico-crítica. La Arqueología del Paisaje es
ante todo una redefinición del concepto tradicional de registro arqueológico,
para hacerlo extensible a la totalidad de los resultados de la acción social en el
pasado, incluyendo en éstos la acción sobre el medio, cuyo resultado es el pro-
ceso histórico de construcción social del paisaje. Así considerado, el paisaje es
una realidad histórica que contiene en su propia materialidad información sobre
las trayectorias históricas en las sociedades que lo construyeron. Estos elemen-
tos materiales son accesibles a la Arqueología, y por lo tanto, entran dentro de la
definición de patrimonio arqueológico contenida en la LPH. Desarrollar las im-
plicaciones de este enfoque en las políticas de patrimonio está fuera de lugar
aquí, pero es evidente el enorme potencial de una propuesta científica como esta
en términos de orientación de la política patrimonial, que, entre otras cosas, de-
bería redefinirse a partir de conceptos como el de “paisaje cultural”.
En cualquier caso, el objetivo de esta ponencia era más diagnosticar los pro-
blemas y proponer algunos temas para el debate, no ofrecer alternativas. Éstas de-
ben proceder de un debate que suponga una refundación de la Arqueología para
ponerla a la altura de los desafíos que le corresponden en este comienzo del siglo
XXI, y en el contexto social al que nos debemos como arqueólogos y ciudadanos.
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